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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.
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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros, en segundo trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en una moción de las HH. Diputadas señoras María Angélica Cristi Marfil, Isabel Allende Bussi y Marina Prochelle Aguilar, de las ex Diputadas señoras Mariana Aylwin Oyarzún y Martita Wörner Tapia y del ex Diputado señor Ramón Elizalde Hevia.








	Asistió a la sesión en que se analizó el proyecto la abogada del Ministerio de Justicia, doña Brunilda Rodríguez Quelopana.








- - -











	La Comisión hace presente que son normas de ley orgánica constitucional, en conformidad a los artículos 63 y 74 de la Constitución Política, las disposiciones contenidas en el artículo 1º, números 2, letras a) y b), y 3 del proyecto que proponemos.








- - -























ANTECEDENTES








	I.- De derecho.-





	El 26 de octubre de 1998 se publicó en el Diario Oficial la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación, y cuya entrada en vigencia comienza un año después, de acuerdo a su artículo 9°.  Con ocasión del estudio de ese cuerpo legal, se revisó entre otros temas, el de alimentos, y se acordó en definitiva introducir los cambios de que da cuenta esa ley.








	II.- Informes solicitados por la Comisión.








	1) El Ministerio de Justicia observa, en primer lugar, que el proyecto, al consignar en el artículo 1º como regla general que los juicios de alimentos se tramitarán conforme a lo dispuesto en el artículo 34, inciso segundo, de la Ley N° 16.618, Ley de Menores, no deja en claro el juez competente y el procedimiento que se aplicará para el caso de que los alimentos sean requeridos solamente por personas mayores de edad, tales como cónyuges, ascendientes, padres o el donante de una donación cuantiosa.





	Ello, porque la ley mencionada se aplica sólo a menores, salvo la excepción que ella misma prevé, en que el cónyuge concurre con sus hijos menores. El proyecto deja sometidos a los mayores a las reglas generales, de lo que se  deduciría que tendrían que acudir a los juzgados civiles y entablar un juicio ordinario, lo que los dejaría en desmedro respecto de la normativa vigente.





	Por otra parte, no advierte la razón por la cual el inciso segundo del artículo 2º dispone que, cuando el cónyuge solicita alimentos conjuntamente con sus hijos menores, conocerá el juez de acuerdo a la Ley de Menores, si este mandato ya quedó establecido en el artículo 1° que se propone.





	Cuestiona también el Ministerio que se añada a la actual norma, que establece la presunción de que el alimentante tiene medios para proveer los alimentos, un monto mínimo de pensión, aunque se pueda rebajar prudencialmente si el alimentante prueba que no tiene medios económicos para enterarlo.  Apunta, al respecto, que la regla vigente, si bien establece la presunción legal, deja entregada al juez la determinación del monto de los alimentos atendidos los antecedentes y pruebas del proceso, sin fijar un límite mínimo.





	Finalmente, estima que debería considerarse si es realmente urgente legislar sobre pago de pensiones alimenticias, en circunstancias que se encuentra en tramitación legislativa el proyecto de ley sobre tribunales de familia, situación que volvería a alterar el procedimiento y la competencia respecto de esta materia.








	2) La Asociación Nacional de Magistrados de Menores hace presente que la ley Nº 14.908 es una ley especial en cuanto a la materia, ya que determina las reglas de procedimiento para obtener una pensión alimenticia, cualquiera sea la edad y el título del alimentario.   En cambio, al establecer el artículo 1º del proyecto que el procedimiento para obtener una pensión alimenticia sea el de la Ley Nº16.618, Ley de Menores, lo hace aplicable a todos los alimentarios cualquiera sea su condición, por ejemplo, al donante que efectuó una donación cuantiosa.





	Repara también, en cuanto al inciso segundo del mismo artículo 1°, en que, si se aprecia la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, no corresponde fijar valor probatorio a algún medio de prueba en particular, como es el caso de los informes socioeconómicos.





	En lo relativo al artículo 2º, sugiere precisar el concepto de “grupo familiar”, especificando que la demanda de alimentos que comprenda mayores y menores se debe interponer siempre conjuntamente.





	Respecto del artículo 3º, opina que, si se establece la apreciación de la prueba por las reglas de la sana crítica, no corresponde determinar en la ley el monto mínimo de la pensión.





	En cuanto al artículo 6º, que establece el procedimiento para la declaración de alimentos provisionales, destaca que se está estableciendo una tramitación que difiere de la incidental contemplada en los artículos 82 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, y que dilata innecesariamente el procedimiento.





	Critica también la letra b) del artículo 7º, que le da mérito ejecutivo al avenimiento sin necesidad de aprobación en sede jurisdiccional, lo que desvirtúa su naturaleza.





	Señala, en relación con el artículo 15, que si se aprecia la prueba en conformidad a la sana crítica, no corresponde imponer en la ley, a priori, una indemnización y el despacho de orden de arraigo.





	En lo relativo a la derogación de los artículos 16 y 17, sugiere mantener este último, porque permite al juez ordenar directamente la detención del alimentante.





	Cuestiona el artículo 19 porque, en su opinión, al establecer medidas con relación a la sociedad conyugal, se lesiona el derecho de propiedad, los intereses de terceros y se vulnera el debido proceso, y propone que algunas situaciones mencionadas se contemplen como causal para demandar ante el tribunal competente.





	Por último, acota respecto del artículo transitorio que la regla general es que las leyes procesales rigen in actum.








	3) La Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia comparte el criterio del artículo 1º, que vendría a uniformar la tramitación de las pensiones alimenticias, estableciendo el procedimiento sumario.





	En lo que respecta a las notificaciones, que a su juicio es una de las causas principales de dilatación de estos juicios por la necesidad de recurrir a Carabineros e Investigaciones como ministros de fe, frente a las dificultades económicas de los solicitantes, propone contemplar receptores ad-hoc, adscritos a la Corporación de Asistencia Judicial y a la Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia.





	Sugiere también que se obligue al demandado a fijar, en su primera presentación, domicilio dentro del territorio jurisdiccional del tribunal, con la misma sanción que contempla el artículo 49 del Código de Procedimiento Civil, a fin de evitar la notificación por exhortos.





	Comparte la ampliación de la competencia de los jueces de menores para conocer de estos juicios cualquiera sea la edad de los alimentarios, en caso de demandas interpuestas por el grupo familiar cuando al menos uno de ellos sea menor, pero propone establecer que la demanda se deba interponer conjuntamente, para evitar duplicidad de procedimientos.





	Estima de la mayor trascendencia la fijación de un monto mínimo de pensión alimenticia, por el alto porcentaje de demandados que desarrollan actividades informales, lo que dificulta la determinación de sus ingresos.  Debido a ello, se fijan pensiones excesivamente bajas, que se traduce en un incremento constante de las demandas de aumento de pensión alimenticia, lo que congestiona los tribunales y los servicios asistenciales.  Plantea que el mismo criterio se aplique en el artículo 6º, en cuanto a la regulación de alimentos provisorios.








	4) Finalmente, se recibió la opinión del profesor de Derecho Civil de la Universidad de los Andes, don Hernán Corral Talciani, referida a la modificación del artículo 19 de la Ley Nº14.908. 





- - - 











DISCUSIÓN GENERAL





	La Comisión estuvo de acuerdo en la necesidad de revisar el procedimiento aplicable a la determinación y cobro judicial de las pensiones alimenticias.





	Si bien, idealmente, ello debería hacerse en un contexto más amplio, como podría ser el proyecto de ley que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 2118-18), el que se encuentra en estudio en la Comisión de Familia de la H. Cámara de Diputados desde el 5 de noviembre de 1997, lo cierto es que la próxima entrada en vigencia de la ley N° 19.585, sobre filiación, hace aconsejable complementar el cambio que introduce en Derecho de Familia con otras iniciativas que, aunque recaen sobre aspectos parciales, guardan armonía con las ideas centrales que la inspiran.





	Es el caso de la nueva ley de adopción (Boletín N° 899-07), de la Convención sobre Protección del Niño y Cooperación en materia de adopción internacional (Boletín N° 1569-10), de la moción que regula el derecho de visitas a los hijos sometidos a la tuición de uno de los padres (Boletín N° 1551-18) y del proyecto de ley en informe.





	Los diversos informes que, a petición de la Comisión, se han pronunciado sobre esta iniciativa, concuerdan en estimarla positiva, sin perjuicio de las observaciones puntuales que suscita.  El Ministerio de Justicia, en general, piensa que las normas tienden en definitiva a perfeccionar los preceptos vigentes; la Asociación Nacional de Magistrados de Menores considera que el espíritu de la iniciativa es que en un juicio rápido, se determine un monto adecuado para los derechos de los alimentarios y se cautele su oportuno cumplimiento, y la Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia estima que sus disposiciones vienen a modernizar y agilizar este tipo de procedimiento, solucionando en gran parte los problemas a que se ha visto enfrentada en su labor asistencial.





	A ello se agrega que la Excma. Corte Suprema, mediante oficio N° 2047, de 11 de abril de 1997, informó sin observaciones este proyecto de ley.





	En este contexto, la Comisión resolvió examinar las distintas innovaciones que se propone introducir, sin perjuicio de analizarlas en detalle durante la discusión particular.





	Le parecieron atendibles las siguientes enmiendas:





	1. Procedimiento. El proyecto propone hacer aplicable a los juicios sobre alimentos el procedimiento sumario, con modificaciones, en lugar del juicio ordinario, sin los trámites de réplica, dúplica y alegatos de buena prueba, como ocurre en la actualidad.





	La Comisión compartió esa idea, pero haciendo aplicable directamente las reglas del juicio sumario, y no por remisión al procedimiento de la Ley de Menores, ya que algunos alimentarios pueden ser adultos.








	2. Apreciación de la prueba.  Aceptó la Comisión la conveniencia de que en estos juicios, atendidas las materias sobre las cuales recae la prueba, no se apliquen las normas sobre prueba legal o tasada, sino que los medios probatorios se ponderen conforme a las reglas de la sana crítica.








	3. Ampliación de la competencia de jueces de menores.  La Comisión estimó razonable que el juez de menores conozca de alimentos pedidos por adultos cuando concurran conjuntamente con un pariente menor, para evitar duplicidad de acciones, y, además, de las demandas de rebaja y cese de pensiones alimenticias, aunque el alimentario haya alcanzado la mayoría de edad.








	4. Pensión mínima. Aunque suscitó reparos por parte del Ministerio de Justicia y de la Asociación Nacional de Magistrados de Menores, la Comisión juzgó atendible la propuesta de añadir a la presunción legal de que el alimentante tiene medios económicos para otorgar los alimentos, una base equivalente a un porcentaje del ingreso mínimo.





	Sin embargo, estimó necesario acotar esta regla con cuatro ideas, dos relacionadas con la carga probatoria que se hace recaer en el alimentante y otras dos vinculadas con la regulación legal del ingreso mínimo.  Dentro del primer grupo, se encuentra la circunstancia de que el alimentante no esté pagando otros alimentos que deba por ley, y una reducción del 40% al 25% en el porcentaje del ingreso mínimo.  En el segundo grupo, la exigencia de que el alimentante esté efectivamente trabajando, aunque sea en un trabajo informal, y que se atienda a su edad, habida consideración de que la ley establece un ingreso mínimo disminuido para los trabajadores mayores de 65 años y los menores de 18 de edad.








	5. Mérito ejecutivo de los avenimientos. La Comisión estuvo de acuerdo con la Asociación Nacional de Magistrados de Menores en la inconveniencia de darle mérito ejecutivo a los avenimientos celebrados en las Corporaciones de Asistencia Judicial y en la Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia por las partes, ante el abogado jefe respectivo.





	Prefirió, en cambio, siguiendo lo dispuesto en el artículo 434 N° 3 del Código de Procedimiento Civil, reconocerle mérito ejecutivo a todo avenimiento suscrito por las partes ante ministro de fe, una vez aprobado por el tribunal.








	6. Reajustabilidad de la pensión.  La Comisión acogió la idea de que, cuando no se fije en un porcentaje de las rentas o en ingresos mínimos u otros valores reajustables, la pensión alimenticia se reajuste anualmente de acuerdo a la variación que experimente el índice de precios al consumidor calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas, o el organismo que haga sus veces.








	7. Arraigo.  Creyó útil la Comisión admitir el arraigo en contra del alimentante que no adeuda pensiones, si hubiere motivo fundado para temer que se ausente del país, así como en contra del moroso en el pago de sus obligaciones, pero con enmiendas.





	En el primer caso, como el alimentante está cumpliendo sus obligaciones, debe haber motivos fundados no sólo para temer que se ausente del país, sino que deje de pagar la pensión, y el arraigo sólo procederá mientras no constituya la caución que ordene el tribunal.  En el caso del alimentante moroso, la orden de arraigo en su contra, así como la de apremio, deberán  expresar el monto de la deuda, de modo que pueda pagar válidamente al organismo policial que les dé cumplimiento, evitando así verse privado de libertad o restringido en ella.








	8. Interés moratorio. El proyecto contempla una indemnización a favor del alimentario a quien se hubiere dejado de pagar una o más cuotas, fijada por el juez.  La Comisión prefirió establecer derechamente un interés por mora, señalando al efecto que las pensiones adeudadas devengarán el interés máximo convencional.








	9. Sanciones al alimentante que ha sido objeto de apremio.  El proyecto sanciona a quien hubiere sido apremiado una o más veces con la suspensión de la administración ordinaria de la sociedad conyugal, la que pasaría a la mujer; la pérdida del derecho a autorizar o negar al menor la salida del país, y la separación judicial de bienes. 





	La Comisión estimó adecuado exigir que el alimentante sea apremiado por dos veces antes de aplicarle sanciones.  Respecto del primer caso, tuvo en cuenta que no existe la suspensión de la administración ordinaria, por lo que en su lugar habilitó a la mujer para pedir al juez civil que decrete la separación de bienes sin que el marido pueda oponerse a ella. En cuanto a la pérdida del derecho a autorizar la salida del menor del país, la estimó excesivamente drástica, por lo que prefirió, salvo prueba en contrario, presumir que no existe motivo plausible para su negativa a autorizar la salida.  Agregó también que se entiende que el alimentante moroso ha incurrido en el abandono a que se refiere el Código Civil, que le impedirá  obtener en el futuro la tuición del menor que se encuentra bajo el cuidado personal del otro padre o madre.





	Por otra parte, la Comisión discrepó de las proposiciones que se mencionan a continuación:








	1. Nuevo procedimiento aplicable a los alimentos provisorios:  Esta petición hoy se tramita como incidente, fórmula que la Comisión juzgó expedita y que concilia los intereses de ambas partes.  Rechazó, por tanto, la propuesta de permitir que el tribunal otorgue de plano los alimentos provisorios, con la sola solicitud del alimentario, y que luego pueda oponerse el alimentante, creando un procedimiento especial para tal efecto.








	2. Eliminación del límite máximo de pensión, equivalente al 50% de los ingresos del alimentante: No compartió la Comisión, aunque sea para casos calificados, la posibilidad de que se exceda este límite, ya que se prestaría para romper el equilibrio que ordena el Código Civil entre las necesidades del alimentario y las facultades económicas y circunstancias domésticas del alimentante.








	3. Obligación de otorgar alimentos provisorios: Estuvo la Comisión por no innovar en la revisión del artículo 327 del Código Civil que se efectuó recientemente, con ocasión del estudio de la ley N° 19.585, y de la cual se concluyó en la conveniencia de mantener la facultad del tribunal de conceder alimentos provisorios, y no otorgarlos a todo evento, como propone el proyecto de ley.





	En virtud del debate precedente sobre las principales ideas que sustentan esta iniciativa de ley, la Comisión decidió prestarle su aceptación.





	- Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.











DISCUSIÓN PARTICULAR





ARTÍCULO 1º





	Introduce once modificaciones en la ley N° 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.








Número 1)





	 Sustituye el artículo 1º, estableciendo que los juicios sobre alimentos se tramitarán conforme a lo dispuesto en el artículo 34, inciso segundo, de la ley Nº 16.618, sobre Menores, y las notificaciones se regirán por el artículo 35 de la misma ley. 





	Agrega que los informes socioeconómicos emitidos por las asistentes sociales de las Corporaciones de Asistencia Judicial, de las municipalidades y de la Fundación de Asistencia Legal de la Familia, presentados en juicio, tendrán el valor de presunción sobre los hechos consignados en ellos.





	Concluye señalando que la prueba en estos juicios será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.





	Es útil recordar que, conforme al nuevo artículo 321 del Código Civil, se deben alimentos al cónyuge; a los descendientes; a los ascendientes; a los hermanos y al que hizo una donación cuantiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada.  En todos estos casos, los alimentarios pueden ser mayores de edad.





	Por consiguiente, no queda claro cuál es el juez competente y el procedimiento que se aplicará para el caso de que los alimentos sean requeridos solamente por personas mayores de edad, porque la ley N° 16.618 se aplica sólo a menores, salvo la excepción que prevé su artículo 3°, inciso segundo, consistente en que el cónyuge del alimentante solicite alimentos conjuntamente con sus hijos menores.





	Todavía más, el artículo 2°, inciso final, del proyecto, reproduce el actual inciso tercero del artículo 3°, en orden a que, “en los demás casos, regirán las reglas generales”.  En esa medida, podría concluirse que los mayores de edad quedarían sujetos a las reglas generales, por lo que tendrían que acudir a los juzgados civiles y entablar un juicio ordinario, lo que los perjudicaría respecto de la normativa vigente, desde el momento en que el artículo 1°, inciso primero, de la ley N° 14.908,  somete los juicios sobre alimentos a las reglas de juicio ordinario, pero sin los trámites de réplica, dúplica y alegatos de buena prueba.





	Por esta razón, la Comisión estableció como procedimiento normal el del juicio sumario.  Ello importa que se aplicará a los juicios en que demanden solamente mayores de edad, ya que, si entre los peticionarios hay menores, debe aplicarse la Ley de Menores, como dispone el artículo 3°, inciso segundo, de la ley.





	En este último caso se aplica también el juicio sumario, pero con las modificaciones que establece el artículo 34, inciso segundo, de la Ley de Menores, esto es, el comparendo y la prueba testimonial tiene lugar en las fechas que fije el tribunal, no puede decretarse la continuación del procedimiento conforme a las reglas del juicio ordinario, las sentencias definitivas sólo deben cumplir los requisitos de las interlocutorias, y sólo se oye el dictamen del defensor público en casos calificados por resolución fundada.





	Se acogió la proposición de apreciar la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, por las dificultades de aplicación de las reglas sobre valoración de la prueba que presenta este tipo de juicios.





	Siguiendo la misma lógica, vale decir, porque la sana crítica se opone a la apreciación tasada de la prueba, se rechazó el valor de presunción que se le atribuía a los informes socioeconómicos emitidos por asistentes sociales de los organismos mencionados.  En consecuencia, se aplicará la sana crítica también para apreciar estos informes.





	Es dable señalar que, de acuerdo a los antecedentes proporcionados a esta Comisión, la personalidad jurídica de la Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia fue concedida por decreto supremo N° 473, de Justicia, de 1983, publicado en el Diario Oficial de 26 de mayo de ese año, y es producto de la modificación estructural del Servicio Jurídico del Consejo de Defensa del Niño, que tomó a su cargo la Sección Menores del Servicio de Asistencia Judicial del Colegio de Abogados, creada en 1936.





	Por otra parte, ha de hacerse notar que el artículo 1° que se propone no contempla sendos incisos hoy previstos, uno de los cuales dispone que la petición de alimentos provisionales se substancie como incidente, y el otro que las apelaciones que se deduzcan se concedan en el solo efecto devolutivo.





	La omisión del primero es consecuencia de que, en el número 4) de este artículo 1°, se modifica el artículo 6°, para permitir que se decreten alimentos provisorios desde el momento mismo de la presentación de la demanda principal, sin perjuicio de que luego pueda oponerse el demandado.  Por las razones que se expondrán en su oportunidad, la Comisión desechó esa idea, y, consiguientemente, resolvió añadir un inciso en el que se mantiene la norma hoy vigente.





	La exclusión del otro precepto se explica tratándose de las resoluciones que se dicten en el juicio sumario que no sean la sentencia definitiva, puesto que respecto de ellas el artículo 691, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil, establece que sólo serán apelables en el efecto devolutivo.  Pero, en cambio, el inciso primero del mismo artículo 691 dispone que la sentencia definitiva es apelable en ambos efectos, salvo que, concedida la apelación en esta forma, hayan de eludirse sus resultados.  En esa medida, se justifica conservar la regla general de que las apelaciones se concedan en el solo efecto devolutivo, y así lo acordó la Comisión.





	- En la forma señalada, el artículo 1° se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Número 2)





	Propone reemplazar el artículo 2º, para contemplar en él las reglas sobre competencia, que la ley trata en los cuatro primeros incisos del artículo 3º.





	El artículo que se plantea indica que será juez competente para conocer de las demandas sobre alimentos deducidas por el cónyuge o por los hijos el de la residencia del alimentario; pero si éste la hubiere cambiado por abandono de hogar o rapto, será competente el del domicilio del alimentante.





	Agrega que, de los juicios de alimentos que se deban a menores o al cónyuge del alimentante cuando éste los solicitare conjuntamente con sus hijos menores, conocerán los jueces de letras de menores y se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la ley sobre Menores.  Extiende la competencia de los jueces de menores al caso de demandas interpuestas a favor de todo o parte del grupo familiar del alimentante, siempre que al menos uno de sus integrantes sea menor de edad, o en el evento en que el menor que solicita alimentos llegue a su mayoría de edad estando pendiente el juicio.





	Asimismo, dispone que las demandas de rebaja de pensión alimenticia, por haber llegado uno de los alimentarios a la mayoría de edad, se substanciarán igualmente ante el juez de letras de menores que decretó la pensión.





	En los demás casos, regirán las reglas generales, en cuanto no sean contrarias a la presente ley.





	Termina expresando que será competente para conocer de la citación a confesar paternidad o maternidad el juez a quien correspondiere conocer de la demanda de alimentos, en conformidad a las reglas del presente artículo.





	La Comisión, en el supuesto convenido durante la discusión general de que el proyecto de ley sólo busca introducir los ajustes que parezcan necesarios a la ley N° 14.908, y no se plantea la revisión integra de sus disposiciones, fue partidaria de mantener la estructura vigente en la medida de lo posible.





	En consecuencia, decidió estudiar las enmiendas a las reglas de competencia al tratar el artículo 3º, y mantener sin cambios este artículo 2°, que exime a los demandantes de los impuestos establecidos en la ley de tribunales, estampillas y papel sellado, y de hacer las consignaciones que exigen las leyes.





	- Por tales consideraciones, se rechazó este número por la misma unanimidad antes mencionada.








Número 3)





	Sustituye el artículo 3º, manifestando que, para los efectos de decretar los alimentos cuando un menor los solicite de su padre o madre legítimo, natural, ilegítimo o adoptivo, se presumirá que el alimentante tiene los medios para otorgar los alimentos necesarios.





	Establece que la pensión alimenticia que se decrete en esa situación no podrá ser inferior al cuarenta por ciento del ingreso mínimo que se fije para efectos remuneracionales.





	Agrega que, si el alimentante justificare ante el tribunal que carece de los medios para pagar ese monto mínimo, el juez podrá rebajarlo prudencialmente. 





	Es preciso tener en cuenta que el primero de estos incisos corresponde al inciso final del actual artículo 3°, y en virtud de las modificaciones incorporadas por la ley N° 19.585, dirá en lo sucesivo:  “Para los efectos de decretar los alimentos cuando un menor los solicite de su padre o madre, se presumirá que el alimentante tiene los medios para otorgarlos”.





	Los otros dos incisos introducen un mecanismo nuevo, cual es el concepto de pensión mínima.





	Previamente al estudio de estas propuestas, como se señaló al tratar el número anterior, la Comisión analizó los elementos novedosos que el proyecto de ley plantea respecto de la competencia de los juzgados de letras de menores.





	Al término del debate, resolvió modificar el inciso segundo, en dos sentidos.





	Por una parte, acogió la ampliación de la competencia a aquellos casos en que demande “todo o parte del grupo familiar del alimentante, siempre que al menos uno de sus integrantes sea menor de edad”, como sugiere el proyecto de ley, pero, para evitar justificadas dudas de interpretación, precisó que se refiere a las situaciones en que parientes mayores y menores de edad reclamen conjuntamente alimentos.





	Por otro lado, se agregaron también las demandas de rebaja o cese de pensiones alimenticias decretadas por un juez de menores.





	En lo que atañe al inciso cuarto del artículo 3°, se tuvo presente que la ley N° 19.585 ya ordenó que la referencia a la citación a confesar paternidad del artículo 271 N° 5 del Código Civil, sea cambiada por la de los incisos segundo y tercero del nuevo artículo 188 del mismo Código.





	Respecto del inciso final del artículo 3º, resolvió la Comisión adicionar la presunción legal que allí se contempla con la idea de fijar una pensión mínima, pero acotada, a fin de hacerse cargo de las diferentes situaciones de hecho que pueden presentarse.





	En primer término, si se piensa que el padre o madre puede enterar, a título de alimentos, un porcentaje del ingreso mínimo, parece lógico requerir que el alimentante tenga la calidad de trabajador dependiente o independiente, conceptos que deben entenderse en el sentido que les da el artículo 3° del Código del Trabajo.  Al mismo tiempo, no puede desatenderse el  hecho  de  que,  desde  hace  largo  tiempo,  tal  como  lo  hacen las disposiciones vigentes  sobre  la  materia –específicamente, el artículo 1° de la ley N° 19.564, publicada el 30 de mayo de 1998-, el ingreso mínimo es diferenciado para los trabajadores menores de 18 años y los mayores de 65 años.  A partir del 1° de junio de 1999, es de $90.500 para los trabajadores en general y de $71.670 para esos grupos de edades extremas.





	Por otra parte, no podría elaborarse esa presunción de pago de determinada cantidad si el alimentario se encuentra obligado por ley a pagar otros alimentos que está solucionando.  Ello se pone en el caso de una persona que debe pagar alimentos a varios, y que se vería afectada por la presunción, que sólo beneficia al demandante y no a los que no entablan la acción judicial.





	Consideró la Comisión, por último, que si bien los montos de que se trata pueden ser exiguos, como se persigue establecer un mínimo, que el tribunal podrá elevar en atención a las pruebas que se rindan al efecto, el porcentaje que se propone en el proyecto de ley, equivalente al 40% del ingreso mínimo, es relativamente alto, por lo que optó por consignar el 25% del ingreso mínimo.





	- En estos términos, se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Número 4)





	Agrega al artículo 6º cinco incisos, en los que se regula el otorgamiento de alimentos provisorios.





	En primer término, se habilita al tribunal para decretarlos desde el momento de presentación de la demanda principal, si existe fundamento plausible del derecho que se reclama.





	En seguida, dispone que la solicitud se tramitará en cuaderno separado, resolviéndose de plano, con el solo mérito de los antecedentes que se hagan valer.  La resolución que se dicte se notificará personalmente o por cédula, efectuándose necesariamente de esta última forma si ya se hubiere notificado la demanda principal.  El demandado podrá oponerse dentro del plazo de citación y su oposición se tramitará incidentalmente.





	Permite también que el juez acceda provisionalmente a la solicitud de rebaja o cese de una pensión alimenticia, cuando estime que existen antecedentes suficientes que lo justifiquen. La resolución que recaiga en la petición de alimentos provisorios, o en la rebaja o cese de la pensión alimenticia, será apelable y la apelación, que gozará de preferencia para su vista y fallo, se otorgará en el solo efecto devolutivo.





	La Comisión disintió de la idea de sustituir la actual tramitación incidental que recibe la solicitud de alimentos provisorios, en virtud del inciso segundo del artículo 1°, por el pronunciamiento de plano por el tribunal.





	Aunque convino en que, desde el punto de vista del alimentario, la concesión de alimentos provisorios desde el momento de presentación de la demanda puede permitirle satisfacer sus inquietudes más urgentes, no le pareció equitativo con los intereses del alimentante, ni congruente con las reglas del Código Civil.





	En efecto, de acuerdo al artículo 329 del Código Civil, “en la tasación de los alimentos se deberán tomar siempre en consideración las facultades del deudor y sus circunstancias domésticas”.  No se concilia con este precepto, que no fue objeto de cambios por la ley N° 19.585, el hecho de que el tribunal emita su decisión sobre alimentos provisorios sin escuchar las defensas del alimentante.





	Siempre  de  acuerdo al Código Civil, el artículo 327 –tampoco modificado por la ley N° 19.585- permite al tribunal que ordene que se den provisoriamente alimentos “mientras se ventila la obligación de prestar alimentos”, “desde que en la secuela del juicio se obtenga fundamento plausible”.  Parece claro que no se está ventilando la obligación alimenticia ni hay secuela del juicio sin que esté trabada la controversia, esto es, cuando solamente se ha presentado la demanda, como postula el proyecto de ley.





	La tramitación incidental ofrece al tribunal la posibilidad de resolver informadamente, teniendo a la vista las alegaciones y pruebas que rindan las partes, y, al menos de acuerdo a los plazos que establece al efecto el Código de Procedimiento Civil, resulta un procedimiento breve, que no agrava particularmente la situación del alimentante.





	Tales reflexiones movieron también a rechazar la posibilidad que abre el cuarto de los incisos nuevos, en orden a que el tribunal pueda acceder provisionalmente a la solicitud de rebaja o cese de una pensión alimenticia.





	La norma contenida en el último inciso, en orden a que se otorgue en el solo efecto devolutivo la apelación de la resolución relativa a los alimentos provisorios, rebaja o cese de la pensión alimenticia, ya está contenida en la regla general del artículo 1° que se acordó mantener, por lo cual se resolvió suprimirla en esta oportunidad.





	- Por las razones indicadas se acordó suprimir este artículo, por la misma unanimidad anterior.








Número 5)





	Modifica el artículo 7º, en dos sentidos.





	En la letra a) sustituye la mención del artículo 3° por la del artículo 2°, en concordancia con los cambios que consultaba el número 2).





	En la letra b) añade dos incisos, mediante los cuales otorga mérito ejecutivo a los avenimientos celebrados en las Corporaciones de Asistencia Judicial y en la Fundación de Asistencia Legal de la Familia, en los cuales se acuerde una pensión alimenticia, y estén suscritos por las partes y el abogado jefe respectivo.  Declara competente para conocer de su ejecución al juez del domicilio del alimentario.





	Agrega que los avenimientos que contengan una transacción sobre alimentos futuros se regirán por lo dispuesto en el artículo 2451 del Código Civil, sin perjuicio de su valor en juicio como prueba documental.





	La primera de las disposiciones que se incorporan altera la regla general, contenida en el artículo 434 N° 3 del Código de Procedimiento Civil, que da mérito ejecutivo al “acta de avenimiento pasada ante tribunal competente y autorizada por un ministro de fe o por dos testigos de actuación”.





	Si bien hay disposiciones, como el artículo 462 del Código del Trabajo, que otorgan mérito ejecutivo a avenimientos que no han sido aprobados por un tribunal, se exige siempre que se hayan producido ante un ministro de fe, como es el inspector del trabajo, y estén autorizados por éste.





	En la especie, no sólo se exceptuaría a los avenimientos de la aprobación judicial, sino de la intervención de un ministro de fe, calidad que no tienen los abogados jefes de las Corporaciones de Asistencia Judicial ni los de la Fundación de Asistencia Social y Legal de la Familia.





	Juzgó la Comisión que, tratándose de avenimientos sobre alimentos, es conveniente mantener la regla general de autorización de un ministro de fe y aprobación del tribunal, que, por lo demás, corresponde a la práctica habitual, y que no discrimina a favor de dos tipos de instituciones determinadas, unas de orden público y la otra de naturaleza privada.





	En esta línea de razonamiento, podría pensarse que una disposición sobre la materia sería innecesaria, ya que bastaría con lo dispuesto en el señalado artículo 434, N° 3, del Código de Procedimiento Civil.  No obstante, el actual artículo 7° de la ley N° 14.908 sienta el precedente, al conferir mérito ejecutivo a “toda resolución judicial que fije una pensión alimenticia”, lo que, estrictamente, también es innecesario al tenor del artículo 434, N° 1, del referido Código, que otorga la calidad de título ejecutivo a la “sentencia firme, bien sea definitiva o interlocutoria”.





	Por estas razones, se acordó declarar expresamente que tendrán mérito ejecutivo todos los avenimientos a que lleguen las partes ante un ministro de fe, con tal que sean aprobados por el tribunal. Con esta exigencia, pierde razón de ser el inciso segundo propuesto en la letra b),  que hace aplicable el artículo 2.451 del Código Civil –esto es, exige aprobación judicial- en caso de transacción sobre alimentos futuros.





	Además, se hizo aplicable a estos avenimientos las reglas sobre el tribunal competente para conocer la ejecución que están contenidas en el inciso primero, que dan mayor flexibilidad que la sola consideración del juez del domicilio del alimentario, como plantea el texto aprobado en el primer trámite constitucional.





	- Estos acuerdos se adoptaron por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo. 








Número 6)





	Reemplaza los incisos primero, segundo y tercero del artículo 10, permitiendo que, en casos calificados y por sentencia fundada, el tribunal pueda fijar como monto de la pensión alimenticia una suma superior al 50% de los ingresos del alimentante; mantiene la regla de que las asignaciones por carga de familia no se consideran para los efectos de calcular dichos ingresos, corresponden a la persona que cause la asignación y son inembargables por terceros, y establece la reajustabilidad anual de la pensión alimenticia que se fije en una suma determinada, conforme al alza que experimente el Indice de Precios al Consumidor.





	La Comisión debatió latamente la propuesta de permitir que, en casos calificados, el monto de la pensión pueda superar el cincuenta por ciento de los ingresos del alimentante.





	Tuvo en cuenta, por una parte, que existen casos de mucha irresponsabilidad paterna, en que se abandona a la cónyuge y a los hijos, haciendo recaer en la primera la carga de mantenerlos, que, por cierto, es mayor cuanto más elevado es el número de alimentarios.  Prescindiendo incluso de la dificultad siempre presente de acreditar los ingresos reales del alimentante, no se justificaría que, por el hecho de abandonar el hogar común, aquél viese reducido el aporte que efectivamente hacía hasta ese momento.  Se planteó, en este sentido, la posibilidad de condicionar la excepción a la cantidad de alimentarios.





	Consideró también, por otro lado, que los casos calificados atenderán siempre a las necesidades de los alimentarios, lo que es explicable, pero, por lo mismo, ello podría inducir a que se sobrepasare el marco consagrado por el artículo 329 del Código Civil, constituido por las facultades del deudor y sus circunstancias domésticas, específicamente, el hecho de que el alimentante tenga la responsabilidad de mantener otras personas distintas de las que lo demandan, respecto de las cuales también esté legalmente obligado a proporcionar alimentos.  Desde este punto de vista, la alternativa que se abriría para estos otros alimentarios –que incluso pueden ser superiores en número a los primeros- sería la de resignarse a disponer de menores alimentos o la de entablar, asimismo, acciones en resguardo de sus derechos.





	Advirtió la Comisión, asimismo, que, en caso de acogerse el cambio que se propone, sería necesario adecuar otras disposiciones que hacen referencia a este mismo porcentaje, tal como el artículo 26, Nº3, de la Ley Nº16.618, Ley de Menores, que contempla la entrega a la madre de hijos menores de hasta un cincuenta por ciento de los ingresos del padre de los menores cuando haya sido declarado vicioso.





	En atención a la evidente dificultad de poder establecer una fórmula que sea satisfactoria para todos los casos que se pueden presentar, la Comisión prefirió no innovar en esta materia y conservar el límite que, desde hace largo tiempo, el legislador consagró como equitativo, y que se ha venido aplicando hasta la fecha.





	Por estas razones, optó por no modificar el inciso primero del artículo 10.  El H. Senador señor Larraín  declaró que concurría al acuerdo, pero que no rechazaba la idea de que la pensión alimenticia excediera el cincuenta por ciento de los ingresos, si se precisaran mejor las circunstancias que lo permitirían.





	El inciso segundo del artículo 10 sólo es objeto de cambios formales en el texto de la H. Cámara de Diputados, por lo que se decidió conservar la norma vigente.





	En cuanto al inciso tercero, concerniente al reajuste anual de las pensiones fijadas en sumas determinadas, se acogió la proposición de la H. Cámara de Diputados,  con leves modificaciones de forma.





	- Con los cambios antedichos, se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Número 7)





	Incorpora un nuevo inciso en el artículo 12, que permite al juez dictar orden de arraigo en contra del alimentante, mientras no rinda la caución ordenada, si hay motivo fundado para temer que se ausente del país.





	La Comisión consideró que, en la especie, el alimentante no ha dejado de cumplir su obligación de alimentos, por lo que no sólo ha de exigirse que se tema fundadamente que se ausente del país, sino que también deje de cumplir su obligación.





	En este contexto, el arraigo se justificaría sólo mientras no rinda la caución exigida por el tribunal, la que, a su vez, tendrá que considerar el período estimado de ausencia.





	La Comisión estimó conveniente añadir que, una vez rendida la caución, quedará de inmediato sin efecto el arraigo, debiendo el tribunal comunicar este hecho a la misma autoridad policial a quien impartió la orden, sin más trámite.  La actuación de oficio en esta materia está contemplada en el Código de Procedimiento Penal para el arraigo por hechos delictivos, y, considerando que aquí se trata de la misma medida de restricción a la libertad personal, pareció justificado consultar igual regla.





	- Se aprobó en la forma señalada, por la misma unanimidad anterior.








Número 8)





	Reemplaza en el inciso primero del artículo 13 al Colegio de Abogados por la Corporación de Asistencia Judicial o la Fundación de Asistencia Legal de la Familia -según sea la que atienda los asuntos de menores en el territorio del tribunal-, como beneficiario de las multas que se impongan al empleador que no efectúe la retención ordenada judicialmente.





	Es pertinente observar que, con ocasión de otra iniciativa de ley (Boletín N° 1938-07), la Corporación Administrativa del Poder Judicial informó a la Comisión que la Contraloría General de la República, mediante dictamen N° 5490, de 1991, concluyó que, al haber terminado su existencia legal el Colegio de Abogados creado por ley N° 4.409, los recursos provenientes de las multas que le asignaba el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil deben ingresarse a rentas generales de la Nación, vale decir, a beneficio fiscal.





	Por consiguiente, con independencia del mérito o acierto de la propuesta, lo cierto es que ella recae en una materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, de acuerdo al artículo 62, inciso tercero, de la Constitución Política.  En efecto, la disminución de las fuentes de recursos fiscales, para traspasarlas a entidades públicas o privadas, tiene relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado, y envuelve una modificación al cálculo de ingresos contemplado en la Ley de Presupuestos.





	- Se acordó por unanimidad suprimirla, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Número 9)





	Sustituye el artículo 15, con dos propósitos fundamentales: ordenar que el alimentante objeto de un segundo apremio pague una indemnización en favor de los alimentarios, calculada sobre el monto adeudado, equivalente al máximo interés permitido estipular, entre la fecha del vencimiento de la respectiva cuota y el pago efectivo; y facultar al tribunal para dictar también orden de arraigo en su contra, la que permanecerá vigente hasta que se efectúe el pago de lo adeudado, incluida la indemnización, en su caso.





	En concordancia con lo anterior, adecua los incisos vigentes a fin de permitir que, si el alimentante justificare ante el tribunal que carece de los medios necesarios para el pago de su obligación alimenticia, se suspenda el apremio y el arraigo, dejándose sin efecto la indemnización; y consignar que los mismos apremios se aplicarán al alimentante que, renunciare sin causa justificada a su trabajo después de la notificación de la demanda y carezca de rentas suficientes para cumplir la obligación alimenticia.





	Es preciso señalar, en forma previa al análisis de los cambios que se proponen, que el inciso primero del artículo 15 será sustituido por la ley N° 19.585, la cual, en su artículo 6°, N° 4, uniforma la nomenclatura de los parientes que allí se contiene y permite que los nuevos arrestos en contra del alimentante lleguen hasta treinta días, en vez de hacer obligatoria la orden de arresto por este lapso.





	Ese mismo inciso se reemplaza en el proyecto de ley, entre otros motivos, para incorporar la indemnización a los alimentarios.





	La Comisión acogió la idea de establecer una compensación por la mora en el pago de las cuotas de la pensión alimenticia, pero prefirió no emplear el concepto de “indemnización”, sino que establecer, derechamente, que las pensiones adeudadas devengarán el interés máximo convencional –expresión que debe entenderse en los términos que señala el artículo 6º de la Ley Nº18.010, es decir, un cincuenta por ciento sobre el interés corriente determinado por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras- entre la fecha de vencimiento de la respectiva cuota y la del pago efectivo.





	Para no alterar el inciso primero, cuyo texto ya está fijado por la referida ley N° 19.585, se incluyó un inciso segundo, nuevo, en el que se recoge la idea que se acaba de expresar.





	Por otra parte, la Comisión compartió también la idea de establecer como medida de apremio el arraigo, el que se mantendrá vigente en tanto no se pague la totalidad de lo adeudado.





	Agregó, sin embargo, que tanto la orden de apremio como la de arraigo deberán expresar el monto de la deuda, de modo que el organismo policial que les de cumplimiento pueda percibir válidamente el pago, entregándole comprobante al deudor.  Hizo aplicable expresamente esta disposición al arraigo decretado en contra del alimentante con sus pagos al día, pero respecto del cual se teme que se ausente del país y deje de cumplir su obligación.





	Estas reglas tienen un propósito eminentemente práctico, cual es evitar que el alimentante, que se ve privado de libertad o impedido de salir del país, tenga que permanecer en esas condiciones hasta ser puesto a disposición del tribunal y que éste deje sin efecto la orden decretada, pese a que manifieste a la policía su disposición a hacer pago inmediato de la deuda, todo lo cual se agrava si el cumplimiento de la respectiva orden judicial se produce en días inhábiles.





	Finalmente, en lugar de la sustitución de los dos últimos incisos del artículo 15, se optó por adecuar su redacción a la agregación del arraigo y los intereses.





	- Los cambios se aprobaron por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Número 10)





	Deroga los artículos 16 y 17.





	El artículo 16 señala que las facultades económicas del alimentante, como los hechos que aconsejan la suspensión del apremio, serán apreciados en conciencia y sin forma de juicio por el tribunal.





	Considerando la norma que se sugiere incorporar en el artículo 1º, sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, este artículo es innecesario.





	El artículo 17, a su turno, faculta al tribunal que dispuso el apremio para ordenar directamente a la fuerza pública la detención del alimentante.





	Este precepto perdió razón de ser a partir de la vigencia de la Constitución Política de 1980, que en su artículo 73, inciso tercero, otorga rango constitucional a la facultad de los tribunales de impartir órdenes directas a la fuerza pública.





	- Se aprobó sin modificaciones, con la misma votación anterior.








Número 11)





	Reemplaza el artículo 19, que contempla las sanciones civiles que pueden solicitarse contra el alimentante que haya sido apremiado por dos veces, en la forma señalada en el artículo 15.





	El texto aprobado por la H. Cámara de Diputados señala que, en caso de que el alimentante sea apremiado, el tribunal podrá imponerle, a petición de parte, todas o algunas de las siguientes medidas: la suspensión de la administración ordinaria de la sociedad conyugal, la que pasará ipso jure a la mujer; la pérdida del derecho a autorizar o denegar al menor el permiso para salir del país, y la separación de bienes de los cónyuges.





	Añade que la resolución que aplique esas medidas será apelable en ambos efectos.





	Como se indicó durante la discusión general, se solicitó a este respecto la opinión del profesor de derecho civil don Hernán Corral, quien señaló que las sanciones propuestas son de gravedad considerable y no parece recomendable imponerlas lisa y llanamente porque se ha procedido a aplicar por una vez la medida de apremio. A su juicio, es razonable mantener el actual requisito de que el demandado haya sido apremiado por segunda vez.





	Estimó que las sanciones no debieran quedar entregadas a la discreción del tribunal, sino que debe darse lugar a ellas si así se solicita. No le pareció conveniente tampoco que un tribunal de menores quede facultado para cambiar la titularidad de la administración de la sociedad conyugal o para decretar la separación judicial de bienes.





	Aclaró que la “suspensión de la administración de la sociedad conyugal” no existe como tal en el Código Civil.  El Código contempla la administración extraordinaria de la sociedad conyugal, pero cuando el marido es puesto bajo guarda, y la mujer la ejerce como curadora del marido.  Tampoco puede asimilarse la falta de pago de deudas alimenticias con la disipación, porque el artículo 450 del Código prohibe en tal evento discernir la curaduría al cónyuge.  Concluyó que la administración extraordinaria de la sociedad conyugal por la mujer nunca es una sanción por la irresponsabilidad patrimonial de su marido, y que lo que procede en tal caso es  que la mujer solicite la separación judicial de bienes, que disolverá la sociedad conyugal.





	Por otra parte, hizo notar que la sanción consistente en la pérdida del derecho a autorizar o denegar al menor el permiso para salir del país es de efectos eventualmente irrevocables, y que la norma propuesta no especifica si el padre puede volver a recuperar ese derecho. A su juicio, la sanción debería consistir en considerar, salvo prueba en contrario, que no existe motivo plausible en la negativa del padre alimentante para autorizar la salida del menor del país, conforme al artículo 49 de la ley 16.618.





	En cuanto a la separación de bienes, consideró necesario que el cónyuge la solicite al juez civil.   Precisó que, estrictamente, en el caso de la sociedad conyugal, sólo la mujer tiene ese derecho, como contrapartida a las facultades de administración del marido, y lo tienen ambos cónyuges, si hubiere régimen de participación en los gananciales.





	La Comisión hizo suyas las observaciones del profesor señor Corral, que, por lo demás, en lo que atañe a la necesidad de que la separación judicial de bienes y el consiguiente término de la administración ordinaria de la sociedad conyugal por el marido se decreten por el juzgado de letras en lo civil y no por el juzgado de letras de menores, fueron compartidas por la Asociación Nacional de Magistrados de Menores.





	Teniendo a la vista las sugerencias de redacción formuladas por el mencionado catedrático, resolvió, en primer lugar, mantener la exigencia que el alimentante sea apremiado por dos veces antes de aplicarlas.





	En seguida, estableció cuatro sanciones, que procederán a petición de parte interesada: la separación judicial de bienes, sin que el cónyuge pueda oponerse; la presunción legal de que no existe motivo plausible para la negativa del alimentante a autorizar la salida del menor del país; la presunción de derecho de que el padre o madre alimentante ha incurrido en la falta de contribución a la mantención del hijo a que alude el artículo 225, inciso tercero, del Código Civil, que le impide obtener la tuición del menor que se encuentra bajo el cuidado personal del otro padre o madre y la de entender que el alimentante moroso ha incurrido en el abandono del artículo 271 Nº2 del Código Civil, que permite la emancipación judicial del menor, salvo que le corresponda ejercer la patria potestad al otro padre.





	Cabe acotar que las referencias a los indicados artículos del Código Civil corresponden a la numeración dada por la ley N° 19.585.





	Consignó, además, que para aplicar la primera sanción bastará que los apremios se hayan decretado por pensiones adeudadas a favor del cónyuge o de los hijos comunes.  En cambio, las restantes sólo procederán cuando los apremios se hayan decretado a favor del menor de que se trate.





	Por último, dispuso que estas sanciones se adoptarán en el procedimiento que corresponda, según su materia, y contempló la apelación en ambos efectos contra la resolución que las aplique.





	- En la forma antedicha, se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.








Artículo 2º





	Modifica el inciso primero del artículo 327 del Código Civil, que faculta al juez para decretar alimentos provisorios mientras se ventila la obligación de prestar alimentos, con el objeto de hacer obligatorio para el juez concederlos.





	- La Comisión, debido a las razones expuestas al tratar las modificaciones que se proponían al artículo 6° de la ley N° 14.908, lo rechazó,  por la misma unanimidad anterior.





- - -








	Resolvió también la Comisión, con la misma votación, incorporar un artículo 2º nuevo, que establece que esta ley entrará a regir simultáneamente con la ley Nº19.585, sobre filiación.





	Esa misma fórmula se empleó en el proyecto que establece la nueva Ley de Adopción.











- - -








Artículo transitorio





	Incorpora una norma relativa al efecto temporal de la ley, indicando que los juicios sobre alimentos que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia definitiva, conforme al procedimiento en vigor en el momento de la notificación de la demanda.





	Esta norma es una excepción a la regla general de que las normas procesales rigen in actum, consagrado en el artículo 24 de la Ley Sobre Efecto Retroactivo de la Leyes.





	- Se aprobó por la misma unanimidad señalada respecto de las disposiciones precedentes.





- - -








	En conformidad con los acuerdos reseñados, vuestra Comisión os sugiere aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:








Artículo 1º


Nº1)


	Reemplazarlo por el siguiente:





	“1) Sustitúyese el artículo 1º por el siguiente:


	“Artículo 1º.- Los juicios sobre alimentos se tramitarán conforme a las reglas del juicio sumario.





	La prueba será apreciada según las reglas de la sana crítica.





	La petición de alimentos provisionales se substanciará como incidente.





	Las apelaciones que se deduzcan se concederán en el solo efecto devolutivo.”.”.








Nº2)


	Suprimirlo.








Nº3)


	Reemplazarlo por el siguiente:


	“2) Modifícase el artículo 3º en el siguiente sentido:


	a) En el inciso segundo, reemplázase la conjunción “o” por una coma (,) y agrégase la siguiente frase luego de la expresión “hijos menores”: “o a parientes mayores y menores de edad que los reclamaren conjuntamente”.


	b) En el mismo inciso segundo, sustitúyese el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente frase: “y de las demandas de rebaja o cese de la pensión alimenticia decretada por un juez de letras de menores.”





	c) Agrégase en el inciso final la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.): 


	“En virtud de esta presunción, se considerará que el padre o madre que sea trabajador dependiente o independiente y que no esté pagando otros alimentos que deba por ley, puede enterar una pensión alimenticia equivalente, al menos, al veinticinco por ciento del ingreso mínimo para efectos remuneracionales que la ley fije respecto de los trabajadores que tengan la edad del alimentante.”.”.








Nº4)


	Suprimirlo.








Nº5)


	Sustituirlo por el siguiente:





	“3) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 7º:


	“Tendrán asimismo mérito ejecutivo los avenimientos suscritos por las partes ante un ministro de fe, en los cuales hubieren fijado una determinada pensión alimenticia, y que hubieren sido aprobados por el juez del domicilio del alimentario. Se aplicará a estos avenimientos lo dispuesto en el inciso anterior, en lo que respecta al tribunal competente para conocer de su ejecución.”.”.








Nº6)





	Sustituirlo por el siguiente:





	“4) Reemplázase el inciso tercero del artículo 10 por el siguiente:


	“Cuando la pensión alimenticia no se fije en un porcentaje de las rentas o ingresos del alimentante, ni en ingresos mínimos u otros valores reajustables, sino en una suma determinada, ésta se reajustará anualmente de acuerdo al alza que haya experimentado el índice de precios al consumidor calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que haga sus veces, desde el mes siguiente a aquél en que quedó ejecutoriada la resolución que determinó el monto de la pensión.”.”.








Nº7)





	Reemplazarlo por el siguiente:





	“5) Agrégase en el artículo 12 el siguiente inciso:


	“Lo ordenará especialmente si hubiere motivo fundado para estimar que el alimentante se ausentará del país y cesará de cumplir la obligación alimenticia. Mientras no rinda la caución ordenada, que deberá considerar el período estimado de ausencia, el juez decretará el arraigo del alimentante, el que quedará sin efecto por la constitución de la caución, debiendo el juez comunicar este hecho de inmediato a la misma autoridad policial a quien impartió la orden, sin más trámite.”.”.








Nº8)


	Suprimirlo.








Nº9)


	Reemplazarlo por el que sigue:





	“6) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:


	a) Intercálase los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


	“En caso de que fuere necesario decretar dos o más apremios por la falta de pago de unas mismas cuotas, las pensiones alimenticias atrasadas devengarán el interés máximo convencional entre la fecha del vencimiento de la respectiva cuota y la del pago efectivo.





	En las situaciones contempladas en este artículo, el juez dictará orden de arraigo en contra del alimentante, la que permanecerá vigente hasta que efectúe el pago de lo adeudado. Para estos efectos, las órdenes de apremio y de arraigo expresarán el monto de la deuda, y podrá recibir válidamente el pago el organismo policial que les dé cumplimiento, el cual entregará comprobante al deudor. Esta disposición se aplicará asimismo en el caso del arraigo a que se refiere el artículo 12.”.





	b) En el inciso segundo, que pasa a ser cuarto, suprímese el punto aparte (.) y agrégase las siguientes expresiones: “y el arraigo, y no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso segundo.”





	c) En el inciso tercero, que pasa a ser quinto, sustitúyese la expresión “El mismo apremio se aplicará” por “Las mismas medidas se aplicarán”.”.








Nº11)


	Sustituirlo por el que sigue:





	“8) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:





	“Artículo 19.- Si el cónyuge, padre o madre alimentante hubiere sido apremiado por dos veces y por una misma obligación alimenticia en la forma dispuesta en el artículo 15, procederá, en su caso y a petición de parte interesada, lo siguiente:





	1. La mujer del alimentante, tratándose de sociedad conyugal, o su cónyuge cuando entre ambos hubiere régimen de participación en los gananciales, podrá pedir separación judicial de bienes. El marido o cónyuge, en su caso, no podrá oponerse a dicha separación.





	2. Se considerará, salvo prueba en contrario, que no existe motivo plausible en la negativa del alimentante para autorizar la salida del menor del país, en conformidad al artículo 49 de la ley Nº 16.618.





	3. Se presumirá de derecho que el padre o madre alimentante ha incurrido en la falta de contribución a la mantención del hijo a que alude el artículo 225, inciso tercero, del Código Civil.





	4. Se entenderá que el padre o madre alimentante ha incurrido en el abandono del hijo previsto en el número 2 del artículo 271 del Código Civil.





	Para que se apliquen las sanciones contempladas en los números 2, 3 y 4 de este artículo, será menester que los apremios se hayan decretado en favor del menor beneficiado por ellas. En el caso del número 1, bastará que los apremios se hayan decretado por no pago de pensiones alimenticias decretadas en favor del cónyuge del alimentante o de los hijos que ambos tuvieren en común.





	Todas estas sanciones se adoptarán en el procedimiento que corresponda según su materia. La apelación de la sentencia que las aplique se concederá en ambos efectos.”.”.








Artículo 2º


	Suprimirlo.





- - -





	Incorporar como nuevo artículo 2º, el siguiente:





	“Artículo 2º.- Esta ley entrará a regir simultáneamente con la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil en lo relativo a filiación.”.





- - -








	De acogerse las enmiendas precedentes, el proyecto de ley quedaría como sigue:








PROYECTO DE LEY:








	“Artículo 1º.- Introdúcense, en la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, las siguientes modificaciones:





	1) Sustitúyese el artículo 1º por el siguiente:





	“Artículo 1º.- Los juicios sobre alimentos se tramitarán conforme a las reglas del juicio sumario.


	La prueba será apreciada según las reglas de la sana crítica.


	La petición de alimentos provisionales se substanciará como incidente.


	Las apelaciones que se deduzcan se concederán en el solo efecto devolutivo.”.





	2) Modifícase el artículo 3º en el siguiente sentido:





	a) En el inciso segundo, reemplázase la conjunción “o” por una coma (,) y agrégase la siguiente frase luego de la expresión “hijos menores”: “o a parientes mayores y menores de edad que los reclamaren conjuntamente”.





	b) En el mismo inciso segundo, sustitúyese el punto aparte (.) por una coma (,), y agrégase la siguiente frase: “y de las demandas de rebaja o cese de la pensión alimenticia decretada por un juez de letras de menores.”





	c) Agrégase en el inciso final la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.): 





	“En virtud de esta presunción, se considerará que el padre o madre que sea trabajador dependiente o independiente y que no esté pagando otros alimentos que deba por ley, puede enterar una pensión alimenticia equivalente, al menos, al veinticinco por ciento del ingreso mínimo para efectos remuneracionales que la ley fije respecto de los trabajadores que tengan la edad del alimentante.”.





	3) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 7º:


	“Tendrán asimismo mérito ejecutivo los avenimientos suscritos por las partes ante un ministro de fe, en los cuales hubieren fijado una determinada pensión alimenticia, y que hubieren sido aprobados por el juez del domicilio del alimentario. Se aplicará a estos avenimientos lo dispuesto en el inciso anterior, en lo que respecta al tribunal competente para conocer de su ejecución.”.








	4) Reemplázase el inciso tercero del artículo 10 por el siguiente:





	“Cuando la pensión alimenticia no se fije en un porcentaje de las rentas o ingresos del alimentante, ni en ingresos mínimos u otros valores reajustables, sino en una suma determinada, ésta se reajustará anualmente de acuerdo al alza que haya experimentado el índice de precios al consumidor calculado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que haga sus veces, desde el mes siguiente a aquél en que quedó ejecutoriada la resolución que determinó el monto de la pensión.”





	5) Agrégase en el artículo 12 el siguiente inciso:





	“Lo ordenará especialmente si hubiere motivo fundado para estimar que el alimentante se ausentará del país y cesará de cumplir la obligación alimenticia. Mientras no rinda la caución ordenada, que deberá considerar el período estimado de ausencia, el juez decretará el arraigo del alimentante, el que quedará sin efecto por la constitución de la caución, debiendo el juez comunicar este hecho de inmediato a la misma autoridad policial a quien impartió la orden, sin más trámite.”.





	6) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:





	a) Intercálase los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





	“En caso de que fuere necesario decretar dos o más apremios por la falta de pago de unas mismas cuotas, las pensiones alimenticias atrasadas devengarán el interés máximo convencional entre la fecha del vencimiento de la respectiva cuota y la del pago efectivo.





	En las situaciones contempladas en este artículo, el juez dictará orden de arraigo en contra del alimentante, la que permanecerá vigente hasta que efectúe el pago de lo adeudado. Para estos efectos, las órdenes de apremio y de arraigo expresarán el monto de la deuda, y podrá recibir válidamente el pago el organismo policial que les dé cumplimiento, el cual entregará comprobante al deudor. Esta disposición se aplicará asimismo en el caso del arraigo a que se refiere el artículo 12.”.





	b) En el inciso segundo, que pasa a ser cuarto, suprímese el punto aparte (.) y agrégase las siguientes expresiones: “y el arraigo, y no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso segundo.”





	c) En el inciso tercero, que pasa a ser quinto, sustitúyese la expresión “El mismo apremio se aplicará” por “Las mismas medidas se aplicarán”.





	7) Deróganse los artículos 16 y 17.





	8) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:





	“Artículo 19.- Si el cónyuge, padre o madre alimentante hubiere sido apremiado por dos veces y por una misma obligación alimenticia en la forma dispuesta en el artículo 15, procederá, en su caso y a petición de parte interesada, lo siguiente:





	1. La mujer del alimentante, tratándose de sociedad conyugal, o su cónyuge cuando entre ambos hubiere régimen de participación en los gananciales, podrá pedir separación judicial de bienes. El marido o cónyuge, en su caso, no podrá oponerse a dicha separación.





	2. Se considerará, salvo prueba en contrario, que no existe motivo plausible en la negativa del alimentante para autorizar la salida del menor del país, en conformidad al artículo 49 de la ley Nº 16.618.





	3. Se presumirá de derecho que el padre o madre alimentante ha incurrido en la falta de contribución a la mantención del hijo a que alude el artículo 225, inciso tercero, del Código Civil.





	4. Se entenderá que el padre o madre alimentante ha incurrido en el abandono del hijo previsto en el número 2 del artículo 271 del Código Civil.





	Para que se apliquen las sanciones contempladas en los números 2, 3 y 4 de este artículo, será menester que los apremios se hayan decretado en favor del menor beneficiado por ellas. En el caso del número 1, bastará que los apremios se hayan decretado por no pago de pensiones alimenticias decretadas en favor del cónyuge del alimentante o de los hijos que ambos tuvieren en común.





	Todas estas sanciones se adoptarán en el procedimiento que corresponda según su materia. La apelación de la sentencia que las aplique se concederá en ambos efectos.”.





	Artículo 2º.- Esta ley entrará a regir simultáneamente con la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil en lo relativo a filiación.





	Artículo transitorio.- Los juicios sobre alimentos que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia definitiva, conforme al procedimiento en vigor al momento de notificación de la demanda.”.





- - -








	Acordado en la sesión celebrada el día 15 de junio de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Sergio Díez Urzúa, Juan Hamilton Depassier, y José Antonio Viera-Gallo Quesney.





	Sala de la Comisión, a  6 de julio de 1999.


























                                                JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                                                Secretario


�
RESEÑA
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VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO:Primer informe.
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IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Ley Nº14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias; Código Civil; Ley de Menores y Código de Procedimiento Civil.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: El proyecto consta de dos artículos permanentes, el primero de los cuales tiene ocho numerandos, y un artículo transitorio.





XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:


	1.- Facilitar la tramitación de los juicios de alimentos, estableciendo como regla general el juicio sumario y la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica, y permitiendo que se apliquen las reglas de la Ley de Menores cuando demande un menor conjuntamente con parientes mayores de edad.





	2.- Proteger a los alimentarios, contemplando el reajuste anual conforme al IPC de las pensiones alimenticias otorgadas en sumas determinadas de dinero y no en valores reajustables; una pensión mínima en determinados casos, que no podrá ser inferior al 25% del ingreso mínimo para efectos remuneracionales; un interés moratorio en caso de retardo en el pago de las pensiones alimenticias; la facultad del juez para decretar el arraigo del alimentante cuando no rinda caución para ausentarse del país y cuando se han decretado en su contra dos o más apremios, y diversas sanciones civiles para el alimentante que haya sido apremiado dos veces por las mismas cuotas.





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:  El artículo 1º, número 2, letras a) y b), y número 3 del proyecto propuesto por la Comisión, son normas de ley orgánica constitucional.





XIII.	ACUERDOS: Aprobación en general y en particular por unanimidad (5-0).














				JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA
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Valparaíso, 6 de julio de 1999.
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